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Caso Núm.  

PRS 002-2015-2016 
 
Sobre: 

Subasta UPRP-16-01 
 

Panel integrado por su presidente el Juez Brau Ramírez, el Juez 
Bermúdez Torres, el Juez Flores García y el Juez Sánchez Ramos.  

El Juez Brau Ramírez no interviene. 
 

 
S E N T E N C I A 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 22 de enero de 2016. 

I. 

La compareciente FAZAA Food Service, Inc., (FAZAA), se 

dedica a la administración y operación de facilidades de cafetería 

en diferentes unidades del sistema de la Universidad de Puerto 

Rico (UPR). El pasado 5 de octubre de 2015, la Junta de Subastas 

de la UPR en Ponce (Junta), notificó a diferentes licitadores, 

incluyendo FAZAA, el Aviso de Adjudicación de RFP # UPRP-16-O1 

Servicios de Cafetería para la UPR en Ponce. En el mismo se 

notificó haberse adjudicado el RFP-UPRC-16-O1 para la Adquisición 

de Servicios de Cafetería a la compañía JS Management.”. 

El 16 de octubre de 2015 FAZAA presentó una Solicitud de 

Reconsideración ante el Panel de Reconsideración creado conforme 

al Art. 26 de la Certificación Núm. 30, (2008-2009) de 5 de 

noviembre de 2008. Solicitó que se dejara sin efecto la 

adjudicación por ser el Aviso uno contrario a la ley. Además, que 

se cancelara el proceso por considerar que el mismo estaba 

plagado de errores insubsanables. 
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El Panel de Reconsideración emitió una orden de mostrar 

causa concediendo a la Junta un término de 10 días calendarios 

para “someter” su posición en cuanto a las alegaciones contenidas 

en la solicitud de reconsideración de la aquí recurrente. El 17 de 

noviembre de 2015, FAZAA presentó Moción Solicitando Remedio. 

En la misma, reiteró la solicitud de que se ordenase la 

reconsideración de la SUBASTA NUMERO-UPR-16-01, así como, la 

paralización de “...cualquier gestión relacionado con y encaminada 

a, la adjudicación de la misma.” Se fundó en que la Junta no había 

cumplido con la ORDEN del Panel de 23 de octubre, o en la 

alternativa, porque no había notificado cumplimiento con la Orden.  

El 20 de noviembre de 2015 el Panel de Reconsideración 

expidió una ORDEN concediendo a la Junta 3 días para notificar 

un escrito que había sometido ante el Panel el 5 de noviembre de 

2015, so pena de que se le eliminasen las alegaciones. El 30 de 

noviembre la Junta notificó a FAZAA copia del escrito. En el mismo 

se consignó, que aunque la propuesta de FAZAA cumplía con todos 

los requisitos y la misma había sido recomendada junto a otra por 

el “Comité Evaluador designado por el Rector…”, FAZAA “fue 

descalificada conforme al reglamento por no haber cumplido a 

cabalidad sus compromisos anteriores con la Universidad de 

Puerto Rico en Carolina, aun cuando su propuesta fue 

recomendada por el Comité Evaluador.”. 

El 3 de diciembre de 2015, FAZAA radicó ante el Panel de 

Reconsideración Moción Solicitando Remedio, en la que reiteró las 

deficiencias procesales y sustantivas en el proceso y solicitó, entre 

otras cosas, la cancelación del proceso, así como, que se dejase sin 

efecto cualquier determinación de descalificación. El 16 de 

diciembre de 2015, el Panel emitió Resolución, en la que  concluyó 

que el Aviso de Adjudicación fue contrario a la ley y ordenó a la 

Junta a “...notificar nuevamente el aviso de adjudicación conforme 
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a la ley, reglamentación y jurisprudencia aplicable.” Nada dispuso 

sobre las restantes solicitudes de FAZAA.  

Inconforme, el 28 de diciembre de 2015, FAZZA presentó el 

recurso de revisión de epígrafe.1 El 22 de enero de 2016, acudió 

ante nos mediante Moción en Auxilio de Jurisdicción. Por los 

fundamentos que expondremos a continuación, desestimamos el 

recurso por falta de jurisdicción y declaramos, por consiguiente, 

No Ha Lugar la Moción en Auxilio de Jurisdicción. 

II. 

Las subastas de compras llevadas a cabo en el sistema de la 

Universidad de Puerto Rico son reguladas por el Reglamento de 

Adquisiciones promulgado por la Certificación Núm. 30 (2008-

2009), de conformidad con los preceptos de la Ley Núm. 170 del 12 

agosto de 1988, según enmendada, conocida como la Ley de 

Procedimiento Administrativo Uniforme (L.P.A.U.), y las facultades 

conferidas bajo la Ley Núm. 1 de 20 de enero de 1966, según 

enmendada, conocida como Ley Orgánica de la Universidad de 

Puerto Rico. Según su Art. 3(B), la aplicabilidad de las 

disposiciones contenidas en dicho Reglamento a los procesos de 

subastas, no son discrecionales, sino obligatorias. Dispone: 

Este Reglamento se extenderá y aplicará a todas las 

transacciones de adquisición de bienes y servicios no 
personales realizadas por la Junta de Síndicos, la 

                                                 
1 Plantea: 

SEÑALAMIENTOS DE ERRORES INCURRIDOS POR EL PANEL DE 

RECONSIDERACIÓN  

1. ERRÓ EL HONORABLE PANEL DE RECONSIDERACIÓN AL NO 

ORDENAR LA CANCELACIÓN DEL PROCESO DE SOLICITUD DE 

PROPUESTAS POR CRASAS VIOLACIONES A LAS NORMAS Y LA LEY.  
2. ERRÓ EL HONORABLE PANEL DE RECONSIDERACIÓN AL ORDENAR 

UNA NUEVA NOTIFICACIÓN POR RAZÓN DE QUE LA ÚNICA 

CONTROVERSIA PENDIENTE ES UN ASUNTO EXCLUSIVO DE 

DERECHO Y PORQUE EL REMEDIO ORDENADO PROVOCA UN DAÑO 

INMINENTE, MATERIAL, SUSTANCIAL Y NO TEÓRICO O 
ESPECULATIVO A LA AQUÍ COMPARECIENTE; Y CONVIERTE EL 

PROCESO EN UNA GESTIÓN INÚTIL, INEFECTIVA, SIENDO EL 

REMEDIO CONCEDIDO UNO INADECUADO.  

3. ERRÓ EL HONORABLE PANEL DE RECONSIDERACIÓN AL NO 

DEJAR SIN EFECTO LA DESCALIFICACIÓN DE LA AQUÍ RECURRENTE 

POR CONSTITUIR LA ACCIÓN DE LA JUNTA DE SUBASTAS 
RECURRIDA UNA CONTRARIA A LA REGLAMENTACIÓN VIGENTE Y AL 

DEBIDO PROCESO DE LEY. 
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Administración Central, todas las unidades 
institucionales de la Universidad de Puerto Rico y por 

los encargados de proyectos de investigación; a todos 
los empleados de la Universidad, proveedores, 

licitadores y personas relacionadas que intervengan 
directa o indirectamente en los referidos procesos, así 
como cualesquiera otros relacionados, tales como: 

entregas o recibos de productos, sustitución de 
productos, ajustes de precios, entre otros.(Énfasis 
suplido)  

El Reglamento sobre Adquisiciones de Equipos, Materiales y 

Servicios No Personales de la Universidad de Puerto Rico, 

Certificación 30 (2008-2009) de la Junta de Síndicos, rector de los 

procesos de subasta, adjudicación y notificación, dispone en su 

Art. 23 (H), que “[l]a Junta adjudicará la subasta por escrito en un 

Aviso de Adjudicación y expondrá las razones que tuvo para la 

adjudicación. Como mínimo, el Aviso e Adjudicación deberá 

incluir: 1. Nombre y dirección de todos los licitadores; 2. Síntesis 

de las ofertas; 3. Factores o criterios que se tomaron en cuenta 

para adjudicar la subasta; y 4. Defectos, si alguno, que tuvieron”. 

Luego de examinar la adjudicación impugnada a la luz de 

estas disposiciones, el Panel de Reconsideración concluyó que 

evidentemente “el aviso no especificó los factores que se tomaron 

en cuenta para la adjudicación, ni los defectos de las ofertas no 

agraciadas…”. El contenido del acápite sobre “síntesis de las 

ofertas” del aviso de adjudicación resulta insuficiente para 

satisfacer las exigencias legales y reglamentarias establecidas para 

cumplir con una adecuada notificación”. Por ello ordenó a la 

Junta a notificar nuevamente el aviso de adjudicación 

conforme a ley, reglamentación y jurisprudencia aplicable. En 

su dictamen, advirtió que cualquier parte adversamente afectada 

por la presente Resolución, podrá, de conformidad con la Sección 

2172 de la Ley Núm. 170 del 12 agosto de 1988, supra, y del Art. 

26 (N) del Reglamento sobre Adquisición de Equipos, Materiales y 

Servicios No Personales de la Universidad de Puerto Rico, 
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presentar una solicitud de revisión ante el Tribunal del Circuito 

[sic] de Apelaciones dentro de un término de diez (10) días 

contados a partir del archivo en autos de la copia de la notificación 

de la resolución final del Panel”. 

III. 

En este caso, FAZAA no cuestiona en su recurso la 

determinación del Panel Reconsideración de anular la notificación 

del Aviso de Adjudicación de Subasta por haber sido defectuosa. 

Solo cuestiona que dicho Panel, además de declarar nula la 

notificación, no anulara igualmente la Adjudicación de la Subasta 

luego de examinarla en sus méritos. Siendo esa su contención, es 

menester que, tal y como ordenó el Panel de Reconsideración, 

primero se notifique de forma adecuada el Aviso de Adjudicación, 

para luego, la partes afectadas, puedan cuestionar la misma en 

sus méritos en el Foro correspondiente. 

Nuestro máximo Tribunal en derecho local ha establecido 

que el derecho a una notificación adecuada concede a las partes la 

oportunidad de tomar conocimiento real de la acción tomada por la 

agencia. Además otorga a las personas, cuyos derechos pudieran 

quedar afectados, la oportunidad para decidir si ejercen los 

remedios que la ley les reserva para impugnar la determinación.2   

El incumplimiento con los requisitos de notificación 

adecuada establecidos en nuestro ordenamiento jurídico, resulta 

en una notificación defectuosa, por lo que los términos para 

solicitar los mecanismos procesales posteriores o la revisión 

judicial del dictamen no comienzan a transcurrir.3 Una parte no 

podrá ser requerida a cumplir con una orden final a menos que 

dicha parte haya sido notificada de la misma. “Difícilmente se le 

puede exigir a una parte que actúe con diligencia y de acuerdo con 

                                                 
2 Asoc. Vec. Altamesa Este v. Municipio de San Juan, 140 DPR 24, 34 (1996). 
3 3 LPRA § 2164. Véase; además: Maldonado v. Junta Planificación, 171 DPR 46, 

57–58 (2007). 
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el estado procesal del caso, si ésta lo desconoce por no habérsele 

notificado.”4  Además, como cuestión de justiciabilidad, un recurso 

prematuro priva de jurisdicción apelativa para considerarlo en sus 

méritos y en derecho, procede su desestimación. Como celosos 

guardianes de nuestra jurisdicción apelativa, no tenemos 

discreción ni autoridad en ley para asumirla, donde no la hay.5  

En el presente caso, además de ser prematuro el recurso por 

no habérsele notificado aun el Aviso de Adjudicación de Subasta 

que se pretende impugnar, la determinación del Panel de 

Reconsideración objeto de impugnación, es decir, de ordenar una 

nueva notificación del aviso de adjudicación de subasta, es una de 

naturaleza interlocutoria no susceptible de revisión judicial. 3 

LPRA § 2172. 

La Ley Núm. 201 de 22 de agosto de 2003, mejor conocida 

como, “Ley de la Judicatura del 2003”,6 dispone que el Tribunal de 

Apelaciones revisará, como cuestión de derecho, las decisiones, 

órdenes y resoluciones finales de los organismos o de las agencias 

administrativas conforme a lo dispuesto en la LPAU.7 La LPAU, a 

su vez, establece en su sección 4.1 que las normas relativas a la 

revisión judicial se extienden a todas las órdenes, resoluciones y 

providencias adjudicativas dictadas por las agencias 

administrativas que no estén expresamente exceptuadas por ley.8  

La LPAU define el concepto de orden o resolución como 

cualquier decisión o acción de la agencia administrativa de 

aplicación particular que adjudique derechos u obligaciones de 

una o más personas específicas o que imponga penalidades o 

                                                 
4 Caro v. Cardona, 158 DPR 592, 599–600 (2003). 
5 Carlos Romero Barceló v. E.L.A., 169 DPR 460 (2006); Morán v. Martí, 165 DPR 

356 (2005). 
6 4 LPRA § 24 et seq., 
7 Véase Art. 4.006 4 LPRA sec. 24y(c) 
8 3 LPRA § 2171.    
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sanciones administrativas, excluyendo las órdenes ejecutivas 

emitidas por el Gobernador.9 

Nuestra jurispruedencia ha establecido que para que una 

orden o resolución de una agencia administrativa sea revisable se 

requiere que ésta le ponga fin al caso ante la agencia y que tenga 

efectos sustanciales sobre las partes o sea que la resolución que se 

pretende revisar sea final, no interlocutoria. Requiere haber 

resuelto todas las controversias y no haber dejado ninguna 

pendiente para dilucidarla en el futuro. Asimismo se exige que 

incluya determinaciones de hecho, salvo que hayan sido 

renunciadas, conclusiones de Derecho y una advertencia sobre el 

derecho a solicitar una reconsideración o revisión judicial. 

Igualmente, la decisión debe estar firmada por el jefe de la agencia 

o por un funcionario autorizado. La agencia administrativa emitirá 

su orden o resolución final una vez la parte adversamente afectada 

por la orden hubiese agotado todos los remedios administrativos 

provistos por la agencia.10 La LPAU define el concepto de orden 

interlocutoria como “aquella acción de la agencia en un 

procedimiento adjudicativo que disponga de algún asunto 

meramente procesal”.11 

En la Sec. 2172 LPAU se dispone específicamente que las 

Resoluciones Interlocutorias no son revisables. 

Sin duda, la determinación del Panel de Reconsideración que 

solo atendió el aspecto de la notificación, sin entrar a dilucidar y 

mucho menos a adjudicar, la controversia en sus méritos. Se trata 

pues de una determinación interlocutoria, no susceptible de 

revisión judicial. 

                                                 
9 Sección 1.3 de la Ley Núm. 170, supra, 3 LPRA sección 2102(f). 
10 3 LPRA § 2164; Crespo Claudio v. OEG, 173 DPR 804, 812-813 (2008); 

Comisionado Seguros v. Universal, 167 DPR 21 (2006); ARPE. v. Coordinadora, 

165 DPR 850 (2005); Tosado v. A.E.E., 165 DPR 377 (2005); Padilla Falú v. 
A.V.P., 155 DPR 183 (2001); J. Exam. Tec. Méd. v. Elías et al., 144 DPR 483 

(1997). 
11 3 LPRA § 2102(h). 
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IV. 

Por los fundamentos antes expuestos, desestimamos el 

recurso y por consiguiente, declaramos No Ha Lugar la Moción en 

Auxilio de Jurisdicción. 

Adelántese de inmediato por telefax o correo electrónico y 

notifíquese por la vía ordinaria. 

 Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

 
 

                                                  Lcda.  Dimarie Alicea Lozada 
                                           Secretaria del Tribunal de Apelaciones 
 


